
l éxito de la transición chilena le debe mucho a que el gobierno concibió y aplicó una concepción 
“madisoniana” de la democracia. Así la explica el destacado pensador político Fareed Zakaria:

“El corazón del diseño de una democracia es construir las instituciones de la libertad y no 
simplemente llamar de inmediato a elecciones. Construir estas instituciones no constituye el 50% 
de la tarea, sino el 90%. Las libertades civiles, religiosas y económicas están en el corazón de la 
dignidad y autonomía humana. Si un gobierno expande estas libertades, no debe llamarse dictadura”.   

El primer cimiento de la futura democracia lo colocó el “Plan Laboral” de 1979, un conjunto de 
leyes que, bajo un paradigma nuevo y coherente con una economía de libre mercado abierta al 
mundo, implementó las elecciones sindicales y la negociación colectiva, suspendidas desde 1973. 
William Thayer, exministro del presidente Frei Montalva interpretó notablemente esta reforma 
(ver recuadro).

Durante el período de transición 1981-1990, había que diseñar y aprobar las Leyes Orgánicas Constitucionales 
que contemplaba la nueva Carta Fundamental.

Entre ellas, algunas de enorme importancia como las del Tribunal Constitucional, Banco Central 
autónomo, Universidades, y todas las llamadas “leyes políticas”. En el recuadro se anotan 15 Leyes 
Orgánicas Constitucionales que comprueban la envergadura de este “armazón institucional” de la futura 
democracia.

Para realizar esta monumental tarea de construir los cimientos de una “democracia madisoniana”, 
protegida no por guardianes designados sino por sólidas instituciones, el gobierno dedicó durante 8 
años sus mayores esfuerzos.

El consenso constitucional
Ese objetivo se logró triunfando sobre las enormes turbulencias creadas por tres hechos:

1. La profunda crisis económica y social de 1982-1983 y las protestas que impulsó la oposición.
 
2. El permanente intento de alterar el itinerario constitucional. 

3. El atentado de 1986 de extremistas de izquierda contra la vida del Presidente Pinochet, para intentar 
descarrilar la transición.

Pese a la violencia de la extrema izquierda, a la presión de la oposición política y a la incomprensión 
y escepticismo mundial, el gobierno demostró una persistencia extraordinaria y logró concluir esta 
tarea redemocratizadora en vísperas del plebiscito presidencial que establecía la Constitución de 
1980

l plebiscito acerca de las reformas constitucionales de 1989 no estaba contemplado en la 
Constitución de 1980. Desde 1981 había existido un debate serio acerca del contenido de la 
Carta Fundamental, distinto de la persistente presión de sectores políticos por adelantar la 

fecha del fin de la transición.

Como lo disponía la Carta Fundamental desde su entrada en vigencia el 11 de marzo de 1981, toda propuesta 
de reforma constitucional debía ser aprobada por la ciudadanía a través de un plebiscito. 

En un amistoso debate que tuve en televisión el 22 de diciembre de 1988 con el candidato presidencial de 
la Concertación, Patricio Aylwin, tuvimos coincidencias notables sobre este tema (ver en recuadro la nota 
del diario La Época del 23 de diciembre de 1988).

Durante 1989, tras múltiples conversaciones entre el ministro del Interior, Carlos Cáceres, y los líderes de 
los partidos políticos de oposición, se acordaron 54 ajustes a la Constitución de 1980, manteniendo intactos 
sus pilares esenciales.

La reforma emblemática fue derogar el artículo 8º de la Constitución de 1980 que establecía la 
inconstitucionalidad de “organizaciones y partidos políticos que propugnen la violencia o que tiendan 
a alterar el orden institucional de la República o el sistema democrático”. Por cierto, este no era un 
pilar de esa Carta, sino un intento muy discutible de injertar una disposición de la Constitución 
alemana en contra del nazismo. 

Por su inevitable vaguedad, el artículo 8º abría una peligrosa puerta a limitar la discusión de ideas. Si 
existen organizaciones o partidos políticos que realizan actos violentos, entonces la forma correcta de 
proceder es aplicarles todo el rigor de la ley penal.

Mi visión era que el comunismo y los totalitarismos socialistas se combaten de verdad convirtiendo a 
los trabajadores en propietarios, como lo logra el sistema de capitalización individual, e incorporándo-
los a los beneficios de la economía de libre mercado.

Lamentablemente, también se derogó el requisito de que las modificaciones a la Constitución, 
además del quórum calificado de 2/3 en el Congreso, debían ser aprobadas por dos legislaturas para 
entrar en vigencia. Esa norma blindaba a las reglas del juego fundamentales de la conocida volatilidad 
de los electores (por ejemplo, es altamente probable que habría impedido los “retiros previsionales” 
a través de resquicios constitucionales).

El proyecto consensuado de reforma constitucional fue aprobado por la Junta de Gobierno y anunciado al 
país por el Presidente Pinochet el 30 de mayo de 1989.  El 15 de junio se publicó en el Diario Oficial el 

Decreto Nº 939 que convocaba a un plebiscito el domingo 30 de julio y detallaba las 54 reformas acordadas. 
El resultado fue contundente: la opción “Apruebo” obtuvo 6.069.449 votos, un 91,25%. La opción 
“Rechazo” obtuvo 581.604 votos, un 8,74%. 

Tras conocer el resultado, esa misma noche, el Presidente Pinochet declaró: 

“Nos comprometemos solemnemente ante Dios y ante la Patria, a respetar y hacer respetar la 
Constitución de la República que hemos generado y que el pueblo chileno, en dos oportunidades, 
ha ratificado mayoritariamente.” 

De esta manera, se inauguró una nueva etapa política con una Constitución consensuada, ratificada 
abrumadoramente en un plebiscito y aceptada explícitamente por la oposición democrática. Como 
señaló Edgardo Boeninger, ministro del presidente Aylwin: “Con este plebiscito, la Concertación 
aceptó explícitamente la Constitución del 80 modificada”. 

La reforma constitucional de 1989 reforzó la estabilidad institucional y el modelo de libertades que generó 
el notable progreso económico y social del país 
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